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I.	 INTRODUCCIÓN

El Convenio 190 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
adoptado en 2019, representa un hito en la lucha contra la violencia y el acoso 
en el mundo del trabajo. Además de reconocer a nivel global que la violencia 
y el acoso constituyen una violación a los derechos humanos, se redefine la 
concepción de lo que constituye un entorno de trabajo seguro y digno. Este 
Convenio introduce una definición amplia y comprehensiva de la “violencia 
y acoso” en el mundo del trabajo e incluye, además, una dimensión crucial: la 
violencia y acoso por razón de género.

En un país como Perú, donde la violencia, y particularmente la violencia 
de género, es una realidad persistente y devastadora, la implementación del 
Convenio 190 no puede ser vista como una mera actualización normativa. La 
integración de la perspectiva de género en su aplicación es imperativa para abor-
dar las profundas desigualdades que siguen afectando a miles de trabajadores y 
trabajadoras, particularmente en sectores informales y vulnerables. Ratificando 
este Convenio, Perú se compromete a respetar, promover y asegurar el derecho 
de toda persona a un espacio de trabajo libre de violencia y acoso, compromiso 
que exige una respuesta decidida para transformar los espacios laborales y evitar 
que se siga perpetuando la violencia y el acoso en todas sus formas.

Más allá de los compromisos formales, la verdadera tarea radica en la ca-
pacidad del Estado Peruano y de los actores laborales para traducir las promesas 
del Convenio 190 en cambios concretos y duraderos que incluya además una 
perspectiva de género para lograr así una implementación integral y viable de 
este Convenio. ¿Estamos preparados para abordar este desafío con la urgencia y 
profundidad que requiere? ¿Qué tan dispuestos estamos a confrontar las arrai-
gadas estructuras de poder que perpetúan la violencia y el acoso en el trabajo?

Este artículo se propone explorar, desde una perspectiva crítica, las im-
plicancias de la adecuación e implementación del Convenio 190 en el marco 



110

normativo peruano, con especial énfasis en la integración de la perspectiva de 
género, ofreciendo además una propuesta viable para esta implementación.

El objetivo es entonces abrir un diálogo necesario y urgente sobre cómo la 
implementación del Convenio 190, a más de dos años de su entrada en vigencia, 
puede servirnos como una herramienta poderosa para confrontar la violencia de 
género en el ámbito laboral, contribuyendo a la creación de espacios de trabajo 
más seguros, inclusivos y equitativos. En un país donde las cifras de violencia 
de género son alarmantes, este artículo busca ser un catalizador para la acción, 
planteando la necesidad de una implementación que vaya más allá de lo legal 
y aborde de manera efectiva las raíces culturales y estructurales de la violencia 
en el trabajo.

II.	 ASPECTOS CONCEPTUALES

1.	 Definición de Violencia y Acoso en el Convenio 190 de la OIT

El Convenio 190 de la OIT representa un avance histórico en la protección 
de las y los trabajadores frente a la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. 
Aprobado por unanimidad en la Asamblea General del Centenario de la OIT 
(junio de 2019), supone un esfuerzo normativo internacional para combatir la 
problemática de violencia y acoso (Canessa, 2020). Así, por primera vez los países 
involucrados se han puesto de acuerdo sobre la importancia de crear espacios 
de trabajo libres de violencia (Sttico, 2022) y han concretado este acuerdo en 
definiciones universales y acciones que los Estados deberán implementar para 
tales efectos.

 A través de este Convenio, se reconoce que la violencia y acoso en el trabajo 
califican como una vulneración directa a los derechos humanos, siendo además 
una amenaza para la igualdad de oportunidades y, como tal, incompatibles con 
el trabajo decente. De esta manera, el Convenio 190 nos ofrece un concepto 
único de violencia y acoso, de validez universal para los Estados que ratifiquen 
el mismo, sin perjuicio de que éstos puedan definir en sus propias legislaciones 
a la violencia y acoso como un concepto único o conceptos separados.

En ese sentido, como señala Velázquez (2019), es razonable considerar que 
el Convenio ha previsto un concepto mínimo (piso normativo) de violencia y 
acoso, pero dejando la posibilidad de que los Estados que lo ratifiquen puedan 
desarrollar en sus legislaciones conceptos diferenciados sobre las distintas for-
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mas y manifestaciones considerando su contexto y circunstancias particulares 
(Velázquez, 2019).

De esta manera, el Convenio 190 define a la violencia y acoso en el literal 
a) de su artículo 1° como “un conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables, 
o de amenazas de tales comportamientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una 
sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que causen o sean susceptibles 
de causar, un daño físico, psicológico, sexual o económico, e incluye la violencia y el 
acoso por razón de género.”

Como primer elemento a destacar es que se deja de lado el elemento de 
la intencionalidad de la persona que comete estos actos para elaborar una de-
finición más objetiva. La atención se centra en la conducta o comportamiento 
en sí mismo y el daño o potencial daño que genere a la víctima, situando en un 
rol protagónico a la persona víctima de violencia o acoso y relegando a un plano 
secundario a la intencionalidad de quien ejerce este tipo de actos (Sttico, 2022). 
En otra palabras, en esta definición el elemento subjetivo de la intencionalidad 
deja de ser constitutivo o determinante para la calificación de esta conducta 
(Velázquez, 2019).

Este cambio de paradigma en la definición de violencia y acoso resulta 
de particular relevancia, considerando que la intencionalidad (o, en realidad, 
la falta de esta) de parte de la persona que comete este tipo de actos suele ser 
utilizada para justificar estos comportamientos, particularmente en los casos de 
violencia sexual o sexista.

La definición de violencia y acoso del Convenio 190 tiene además im-
portantes características que la distinguen de conceptualizaciones previas 
(por ejemplo, el Acuerdo Marco Europeo sobre la violencia y acoso de 2007). 
El análisis y desarrollo de estas características resulta clave para los efectos del 
presente artículo:

•	 “Conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables”: Se trata 
de un concepto único e integrador que no distingue entre diferentes 
tipos o formas de violencia y acoso, sino que engloba bajo una misma 
categoría a aquellas prácticas y comportamientos inaceptables que 
vulneran los derechos humanos y la dignidad de las personas en el 
mundo del trabajo. En esa línea, permite incluir en esta definición a 
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cualquier comportamiento o práctica actual o factible de ser conside-
rada como violencia y acoso en el futuro.

•	 “Ya sea que se manifiesten una sola vez o de manera repetida”: 
No se exige que el comportamiento o la práctica se tenga que repetir 
para que califique como violencia o acoso. La gravedad de un solo 
acto de este tipo en espacios de trabajo que, recordemos, vulnera los 
derechos humanos, hace que se deba considerar como violencia o 
acoso y, como tal, prohibido por la normativa internacional.

•	 “Que tengan por objeto, cause o sean susceptibles de causar”: Se 
trata de actos cuya finalidad es generar este tipo de daños, más allá 
de si efectivamente el mismo se concreta. Estamos así ante compor-
tamientos o conductas que buscan causar esto daños pero además 
aquellos que tengan la posibilidad de generarlos, más allá de la inten-
ción de la persona que los comete. Ello guarda relación con lo pre-
viamente señalado sobre la falta de intencionalidad en la definición 
de violencia y acoso.

•	 “Un daño físico, psicológico, sexual o económico”: Se reconocen 
cuatro tipo de daños causados por estos actos: el daño físico, rela-
cionado con una lesión o afectación de tipo corporal (por ejemplo, 
golpear o herir a otra persona); el daño psicológico, que genera una 
afectación mental en las personas afectadas (por ejemplo, uso de 
lenguaje intimidante, insultos o amenazas contra una persona); el 
daño sexual, donde se vulnera la libertad sexual que comprende tan-
to daños físicos (por ejemplo, tocamientos indebidos), pero también 
daños psicológicos (por ejemplo, insinuaciones sexuales); y, daños 
económicos, que afectan el patrimonio de las personas (por ejemplo, 
impedir un ascenso y el consecuente incremento remunerativo o la 
brecha salarial entre hombres y mujeres).

Ahora bien, en la definición general de violencia y acoso, el Convenio 190 
incluye también a la violencia y acoso por razón de género, concepto que es 
posteriormente regulado como una categoría específica. Así, en el literal b) del 
artículo 1° del Convenio se define a la violencia y acoso por razón de género 
como comportamientos o prácticas inaceptables: “que van dirigidos contra las 
personas por razón de su sexo o género, o que afectan de manera desproporcionada 
a personas de un sexo o género determinado, e incluye el acoso sexual.”
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Vemos así que el Convenio establece una definición crucial de la violen-
cia y acoso por razón de género, reconociendo que la violencia y el acoso en el 
mundo del trabajo tienen una dimensión de género. Esta dimensión se encuen-
tra arraigada en las desigualdades estructurales, los estereotipos de género, la 
discriminación y los abusos de poder que existen en la sociedad, especialmente 
aquellas dominadas por sistemas patriarcales que perpetúan esta dinámicas, las 
cuales inevitablemente se reflejan en el ámbito laboral. Este tipo particular de 
violencia y acoso se puede manifestar de dos maneras principales:

•	 Violencia y acoso dirigidos específicamente contra personas por 
razón de su sexo o género: Estos actos incluyen cualquier com-
portamiento que busque intimidar, humillar o dañar a una persona 
precisamente por ser de género femenino (en la mayor parte de los 
casos) o masculino. Ello incluye también a aquellas personas que se 
identifican con géneros distintos a los asignados al nacer (transgé-
nero) o las que no se identifican con ningún género (personas no 
binarias) y que pueden ser víctimas de acoso o violencia debido a su 
identidad de género.

	 Un ejemplo de este tipo de violencia y acoso sería una trabajadora 
que es víctima de humillaciones de parte de un superior alegando su 
poca capacidad de realizar ciertas labores por su condición de mujer.

•	 Violencia y acoso que afectan desproporcionadamente a personas 
de un sexo o género determinado: Este tipo de violencia y acoso no 
se dirige necesariamente a una persona por su género pero, debido 
a las desigualdades existentes, su impacto es mucho mayor en un 
género específico. Por ejemplo, la prohibición y sanción a teletraba-
jadores/as por realizar labores de tipo domésticas durante su jornada 
de trabajo, la cual termina afectando en mayor medida a las mujeres 
por tener a su cargo la mayor parte de esta labores.

De esta manera, la violencia y acoso por razón de género son reconocidas 
por el Convenio 190 como problemáticas que requieren atención y medidas 
preventivas específicas. Vemos así que este Convenio se encuentra impregnado 
en todo su contenido por una especial sensibilidad hacia las cuestiones de género 
(Velázquez, 2019). Por ello, el Convenio 190 establece la necesidad de adoptar 
un enfoque inclusivo e integrado que tenga en cuenta las consideraciones de 
género y aborde las causas subyacentes y los factores de riesgo de la violencia y 
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el acoso por razón de género. Esto considerando la realidad de las diferencias 
de poder y las desigualdades de género que persisten en el mundo del trabajo, 
muchas de las cuales están profundamente enraizadas en sistemas patriarcales.

Por otro lado, el ámbito de aplicación de esta definición (prevista en el 
artículo 2° del Convenio) incluye tanto a los sectores públicos como privados y 
a todas las modalidades de trabajo, tanto formales como informales, incluyendo 
incluso a la etapa de postulación a un empleo. Asimismo, abarca además una 
amplia gama de situaciones en las que se puede presentar la violencia y el acoso, 
considerando tanto los espacios del trabajo como aquellos relacionados con el 
trabajo. De esta manera, se consideran los espacios físicos y virtuales, los, eventos 
sociales, alojamiento, entre otros. Todo ello guarda coherencia con la referencia 
que el Convenio hace del “mundo de trabajo”, abarcando todas las situaciones 
relacionadas con éste, y no al “trabajo” de manera delimitada.

Así, estamos ante un Convenio que define a la violencia y acoso laboral 
en términos más amplios que las conceptualizaciones previas de otros entes 
internacionales, ello con la evidente finalidad de proteger a todas las personas en 
el mundo del trabajo y en todos los ámbitos relacionados con éste (Sttico, 2022), 
más allá de las definiciones tradicionales o más delimitadas de este tipo de actos.

Habiendo repasado las definiciones del Convenio 190 y el cambio de pa-
radigma que éstas conllevan, se evidencia el reto pero también la oportunidad 
que tiene el Perú en la adecuación de su legislación y sus políticas a este marco 
normativo internacional como consecuencia de la ratificación del Convenio. A 
continuación nos referiremos brevemente a la situación actual de Perú respecto 
a la violencia y acoso en el mundo del trabajo, lo cual nos permitirá luego poder 
identificar aspectos que requieren de una urgente regulación (o un mayor desa-
rrollo de la existente) a fin de lograr una real y suficiente adecuación al Convenio 
190 y los compromisos asumidos por Perú con su ratificación.

2.	 El contexto de la violencia y acoso en el mundo del trabajo en el Perú y 
los compromisos asumidos con la ratificación del Convenio 190

En el apartado previo, hemos revisado los conceptos clave y, en base a 
éstos, el nuevo enfoque que el Convenio 190 nos brinda respecto a la violencia 
y el acoso en los espacios de trabajo. Este Convenio, conjuntamente con su 
Recomendación 206, establece un marco jurídico y directrices para prevenir y 
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combatir la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, con especial atención 
en la dimensión de género. En este apartado, analizaremos el contexto laboral en 
el Perú, a fin de identificar los principales desafíos y oportunidades que plantea 
la ratificación e implementación de este Convenio en el país.

En el Perú, la violencia y el acoso en el trabajo son problemas persisten-
tes y generalizados que afectan de manera desproporcionada a las mujeres y a 
los grupos vulnerables, como los/as trabajadores informales, los/as migrantes, 
los/as indígenas, las personas con discapacidad, las personas de la comunidad 
LGBTIQ+, entre otros. Estos grupos suelen enfrentarse a múltiples formas de 
discriminación y desigualdad que incrementan su exposición y riesgo a sufrir 
violencia y acoso en el trabajo, así como a tener menos acceso a la protección, 
la denuncia y la reparación.

Los datos disponibles sobre la magnitud y la naturaleza de la violencia 
y el acoso en el trabajo en el Perú lamentablemente son escasos y limitados, 
principalmente debido a la falta de una definición legal y también dada a la 
escasa investigación sobre el tema. Debido a ello, las pocas estadísticas con las 
que contamos se refieren únicamente a la violencia de tipo sexual y sexista en 
espacios de trabajo. Así, según las cifras del Ministerio de Trabajo y Promoción 
del Empleo, entre el 2019 y el 2024 se han registrado 4,083 casos de hostiga-
miento sexual en la Plataforma de Registro de Casos de Hostigamiento Sexual 
Laboral. De estos casos, el 91.43% de las presuntas víctimas son mujeres y el 
91.23% de presuntos hostigadores son hombres.

Por otro lado, este tipo de violencia en el ámbito laboral afecta también 
a las personas miembros de la comunidad LGBTIQ+, discriminándolos en su 
acceso al mundo laboral. En efecto, según la II Encuesta Nacional de Derechos 
Humanos (IPSOS, 2019), el 30% de las personas encuestadas consideró que el 
derecho al trabajo y a un salario digno es uno de los principales derechos huma-
nos que no se respetan para personas de la comunidad LGBTIQ+. Además, el 
37% manifestó tener poca o ninguna disposición para contratar a una persona 
trans en su organización. En esa línea, el Informe Final: Migración Internacional 
calificada de peruanas/os LGBTQ+ Discriminación y fuga de talentos (Más 
Igualdad Perú, 2021), reveló que el 30% de los encuestados estarían poco o 
nada dispuestos a contratar a una persona homosexual.

Vemos así que la violencia y el acoso en el trabajo son realidades cotidianas 
que vulneran los derechos humanos y laborales de trabajadores y trabajadoras 
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en el Perú, especialmente de las mujeres y de los grupos más desprotegidos. 
Asimismo, evidencian la necesidad de contar con una normativa específica y 
eficaz que prevenga, sancione y erradique este tipo de conductas, así como con 
mecanismos de protección, asistencia y reparación para las víctimas.

Estos estudios e informes contribuyen a visibilizar y comprender la pro-
blemática de la violencia y el acoso en el trabajo en el Perú para lograr, en base 
a éstos, identificar las acciones y medidas necesarias para enfrentarla desde una 
perspectiva de derechos humanos y de género. Sin embargo, se requiere de un 
mayor esfuerzo de investigación, sistematización y difusión de información sobre 
este tema, que permita contar con datos actualizados, desagregados y compa-
rables, que orienten la formulación, implementación y evaluación de políticas 
públicas efectivas y basadas en evidencia.

La ratificación del Convenio 190 OIT por parte del Perú, el 8 de junio de 
2022, implica un compromiso político y jurídico de adecuar e implementar la 
normativa nacional a los estándares internacionales establecidos por este instru-
mento. Como obligación principal, y de las que se derivan las demás obligaciones, 
el Perú deberá respetar, promover y asegurar el disfrute de toda persona a un 
mundo de trabajo libre de violencia y acoso (artículo 4°).

Para cumplir con este compromiso, el Perú debe realizar una serie de 
acciones legislativas, administrativas, institucionales y sociales, previstas en el 
Convenio y desarrolladas en su Recomendación. ¿Qué implica entonces este 
gran desafío para el Estado y las organizaciones de empleadores y traba-
jadores/as? A continuación pasamos a mencionar las medidas principales que 
implican la adecuación e implementación de este Convenio en Perú:

•	 Adaptación normativa: Perú deberá adoptar una legislación especí-
fica sobre la violencia y el acoso en el mundo del trabajo en la que se 
defina y prohíba estas conductas en concordancia con la definición 
del Convenio 190. Esta legislación deberá incluir la violencia y el 
acoso por razón de género y tener un enfoque inclusivo, integrado y 
donde se jerarquice la perspectiva de género. (artículo 4.2 y artículo 
7 del Convenio).

•	 Establecer medidas para prevenir y combatir la violencia y acoso: 
En el marco de la referida adaptación normativa, Perú deberá im-
plementar medidas concretas de prevención, protección, denuncia, 
sanción y reparación para las personas víctimas de violencia y acoso 
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en el mundo del trabajo, así como establecer las responsabilidades 
y obligaciones de los actores del mundo del trabajo, tanto públicos 
como privados (literales e), f) y h) del artículo 4.2 y artículo 4.3 del 
Convenio).

•	 Establecer medidas efectivas para proteger de la violencia y el 
acoso a los grupos más vulnerables: Identificar los sectores u ocu-
paciones y las modalidades de trabajo en los que las y los trabajadores 
y otras personas del mundo del trabajo están más expuestas a la vio-
lencia y acoso y adoptar medidas para proteger eficazmente a dichas 
personas.

•	 Exigencia de acciones de parte de los empleadores para la preven-
ción y sanción de la violencia y acoso: En la legislación específica 
sobre violencia y acoso que Perú adopte se deberán incluir medidas 
que obligatoriamente deberán tomar los empleadores para prevenir 
la violencia y acoso en el mundo del trabajo, acordes con su grado de 
control organizacional. Entre estas medidas se encuentran (artículo 
9 y literal b.i) del artículo 10 del Convenio):

-	 Implementar una política del lugar de trabajo relativa a la vio-
lencia y el acoso.

-	 Identificar los peligros y riesgos asociados a la violencia y el aco-
so en la evaluación de los riesgos en el lugar de trabajo

-	 Capacitar a las y los trabajadores sobre los peligros y riesgos de la 
violencia y acoso y las medidas de prevención y protección con 
las que cuentan.

-	 Establecer un procedimiento para la presentación de quejas e 
investigación.

•	 Implementar mecanismos para el control de la aplicación del 
Convenio y establecer vías efectivas de recurso y reparación para 
las víctimas de violencia y acoso: Perú deberá establecer o reforzar 
los mecanismos de control de la aplicación, las vías de recurso y repa-
ración y la asistencia para las víctimas de violencia y acoso en el mun-
do del trabajo, como los inspectores del trabajo, los tribunales, los 
servicios de asesoramiento, los servicios de emergencia, los centros de 
crisis, entre otros, y garantizar que cuenten con personal capacitado, 
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recursos adecuados y mandatos claros (artículo 10 del Convenio y 
artículos 14, 15, 16, 17, 19, 20 y 21 de la Recomendación).

III.	 ANÁLISIS NORMATIVO Y COMPARADO

1.	 Compatibilidad del Convenio 190 con la legislación peruana en materia 
de violencia y acoso

Conforme se adelantó en el apartado previo, la implementación efectiva 
del Convenio 190 de la OIT requiere una adecuación exhaustiva e las normas 
nacionales. Es clave destacar que, al ratificar este Convenio, los derechos esta-
blecidos en éste adquieren rango constitucional, al ser un tratado sobre derechos 
humanos (Neves, 2018). Este nivel de jerarquía normativa impone una obliga-
ción adicional para que la legislación peruana no solo se alinee con los principios 
del Convenio 190, sino que también refleje una coherencia interna que respalde 
y refuerce estos derechos. El Estado tiene así el deber de respetar, proteger y 
garantizar estos derechos, armonizando su ordenamiento jurídico interno con 
éste y evitar cualquier contradicción o vacío que pueda afectar su efectividad.

Pasaremos ahora a revisar la normativa peruana existente sobre violencia y 
acoso en el trabajo, para identificar brechas y oportunidades de mejora para una 
adecuada implementación del Convenio 190. Observamos que la legislación 
peruana presenta deficiencias significativas al no contar con una definición y 
regulación integral de la violencia y acoso, en el mundo del trabajo. No existe 
actualmente una definición específica de estos conceptos; en consecuencia, tam-
poco se regula su prohibición en nuestro ordenamiento. En efecto, conforme a 
lo señalado por Ospina (2024), revisando la normativa nacional no es posible 
encontrar un concepto único e integrador de violencia y acoso, siendo que esta 
categoría jurídica se incorpora en la legislación peruana a partir de la entrada 
en vigencia del Convenio 190.

Así, vemos que la legislación peruana en materia de acoso y violencia en el 
mundo del trabajo se había enfocado exclusivamente en la violencia de tipo sexual 
y sexista contra las y los trabajadores (hostigamiento sexual laboral). La Ley de 
Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, Ley No. 27942 (promul-
gada en el 2003); y su Reglamento, Decreto Supremo No. 014- 2019-MIMP 
(promulgado en el 2019 y modificado en el 20219, se enfocan exclusivamente 
en el hostigamiento sexual laboral, dejando fuera otras formas de violencia y 
acoso que el Convenio 190 sí abarca.
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Por otro lado, tenemos también la Ley para prevenir, sancionar y erradi-
car la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, Ley 
No. 30364 (promulgada en el 2015 y modificada en el 202) y su Reglamento, 
Decreto Supremo No. 009-2016-MIMP (promulgado en el 2016 y modificado 
en el 2019) que si bien contiene definiciones de los tipos de violencia (física, 
psicológica, sexual y económica), así como referencias a los derechos laborales 
de las víctimas de violencia, limita su ámbito de aplicación a las mujeres e in-
tegrantes del grupo familiar.

Respecto de otros tipos de violencia en el mundo de trabajo, la regulación 
laboral actual es bastante escueta. Así, tenemos dentro de las causales de despido 
previstas en el artículo 25° del TUO de la Ley de Productividad y Competitivi-
dad Laboral, D.S. 003-97-TR (en adelante, la “LCPL”) a “los actos de violencia” 
y “faltamiento de palabra verbal o escrita” contra “personal jerárquico” u “otros 
trabajadores”. Asimismo, en el artículo 30° de la LPCL se considera como acto 
de hostilidad a “e) el acto de violencia o el faltamiento de grave e palabra en 
agravio del trabajador o de su familia” (Énfasis agregado).

Vemos así que la LPCL considera a los actos de violencia en el lugar de 
trabajo o con ocasión de este como una causal de despido y un acto de hostilidad, 
estableciendo la posibilidad de despedir legalmente al trabajador que los come-
ta, en el primer caso, y que el trabajador víctima se pueda dar por despedido y 
solicitar el pago de la indemnización por despido arbitrario, en el segundo caso. 
Sin embargo, esta normativa no incluye una definición específica violencia, ni 
tampoco de acoso, así como tampoco los mecanismos para prevenir, sancionar 
y reparar a las y los trabajadores que sean víctimas de este tipo de actos. Esta 
regulación incluye solo a las y los trabajadores, limitando su ámbito de aplica-
ción a otros grupos relacionados con el mundo del trabajo considerados en el 
Convenio 190.

En base a lo señalado, vemos que actualmente Perú no cuenta con nor-
mativa laboral, ni de ningún otro ámbito, que se ajuste a los compromisos 
asumidos con la ratificación del Convenio 190 de la OIT ni las acciones 
concretas que estos conllevan (mencionados en el apartado 2.2). Nuestra norma-
tiva se centra únicamente en la violencia de tipo sexual y sexista, desarrollando 
respecto de otros tipos de violencia solo acciones reactivas, sin una definición 
específica y sin acciones concretas para su prevención y sanción.
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Incluso, la definición de hostigamiento sexual tiene un ámbito menor de 
aplicación que la violencia y acoso de tipo sexual prevista en el Convenio 190, 
limitándose solo a los actos cometidos en el trabajo o con ocasión de este.

En síntesis, es posible afirmar que la legislación peruana carece de una 
definición clara y completa de los conceptos de violencia y acoso en el entorno 
laboral, especialmente en lo que respecta a conductas violentas que podrían 
generar daño y a la consideración de las dinámicas de poder y las relaciones 
que emergen en dicho ámbito. Además, la normativa vigente no aborda ade-
cuadamente el impacto desproporcionado que la violencia laboral tiene sobre 
determinados grupos de personas (Sttico, 2022). Alinear la legislación peruana 
con las disposiciones del Convenio 190 constituye así un desafío prioritario 
para el país.

Sttico (2022) señala que una adecuada implementación del Convenio 190 
pasa por implementar modificaciones en la legislación nacional sobre violencia 
laboral en función a los nuevos parámetros previstos en el Convenio 190. A pesar 
de ciertos avances en la normativa peruana, aún existen importantes oportuni-
dades de mejora y desafíos en la regulación y adecuación del marco legal para 
cumplir plenamente con las exigencias del Convenio 190.

De manera previa a presentar las propuestas concretas, consideramos 
relevante revisar qué están haciendo otros países de la región que ratificaron el 
Convenio 190 para lograr (o buscar) una implementación suficiente y efectiva 
del mismo.

2.	 ¿Qué están haciendo en otros países de la región?

a)	 Uruguay: Pionero en la ratificación del Convenio 190

Uruguay fue el primer país en ratificar el Convenio 190 en diciembre de 
2019, y desde entonces, ha buscado implementar políticas alineadas con sus 
principios. En 2022, se presentó el Proyecto de Ley “Ambiente de Trabajo 
Libre de Violencia y Acoso”, que abarca tanto el sector público como privado. 
Este proyecto extiende la definición de violencia y acoso, incluyendo actos que 
deterioren el ambiente laboral y establece responsabilidades para empleadores 
y el Estado, como la evaluación de riesgos psicosociales y la indemnización por 
daño moral a las víctimas. Sin embargo, a la fecha, el proyecto sigue pendiente 
en el Parlamento. Uruguay cuenta solo con la Ley No. 18561 sobre acoso sexual 
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(Díaz, 2023). El país ha dado pasos importantes, pero la falta de una normativa 
integral dificulta la plena implementación del Convenio.

b)	 Chile: La Ley Karin y las expectativas que trae en la lucha contra la 
violencia y el acoso laboral

Chile ratificó el Convenio 190 en 2023 y promulgó la Ley No. 21.643, 
conocida como “Ley Karin”, en respuesta a un caso de acoso laboral que culminó 
en tragedia (Gobierno de Chile, 2023).

Esta ley modifica el Código de Trabajo, imponiendo a los empleadores 
la obligación de contar con protocolos de prevención de acoso y violencia, 
además de medidas para capacitar a sus trabajadores. Con un claro enfoque de 
género, la ley amplía la protección a situaciones generadas por terceros fuera de 
la relación laboral. Aunque se reconoce el avance que representa la Ley Karin, 
su efectividad dependerá de la implementación práctica de los protocolos y 
del monitoreo adecuado. El éxito a largo plazo radica en que estas normativas 
promuevan culturas laborales preventivas.

c)	 Argentina: Avances y desafíos en la implementación del Convenio 190

Argentina ratificó el Convenio 190 el 23 de febrero de 2020, entrando en 
vigor en febrero de 2021. El país ha mostrado avances notables en la promoción 
de un entorno laboral libre de violencia y acoso, con un enfoque claro en la 
perspectiva de género. Bajo la Iniciativa “Spotlight”, respaldada por las Naciones 
Unidas y la Unión Europea, Argentina ha desarrollado investigaciones y recursos 
para apoyar la implementación efectiva del Convenio 190. (Transforma, 2022). 
En septiembre de 2021, el Ministerio de Trabajo lanzó el Programa Qualitas 
para proporcionar herramientas al sector empleador para prevenir y abordar la 
violencia y el acoso laboral (IndustriALL, 2022).

Sin embargo, Argentina aún no cuenta con una ley que defina la violencia 
y el acoso laboral conforme a los términos del Convenio 190. La normativa 
vigente no aborda integralmente estos temas ni establece medidas específicas 
para su prevención y sanción. La definición actual se encuentra en la Resolución 
No. 17 5/2007 del Ministerio de Trabajo, que presenta un marco conceptual 
más restringido (Ate Diversa, 2021). Además, la Ley No. 26.485 aborda la 
violencia laboral solo contra mujeres, excluyendo a otras identidades sexuales y 
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varones. En conclusión, aunque Argentina ha desarrollado programas y recur-
sos importantes, persisten desafíos legislativos significativos para implementar 
plenamente el Convenio 190.

IV.	 PROPUESTA PARA LA ADECUACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DEL CONVENIO 
190 EN EL PERÚ

La implementación del Convenio 190 en Perú requiere una revisión profun-
da de la normativa interna, la creación de mecanismos efectivos de investigación 
y reparación, y el fortalecimiento de las políticas públicas y de las instituciones 
encargadas de prevenir y sancionar la violencia y acoso en el ámbito laboral. A 
continuación, se presentan propuestas de las medidas principales que permitirían 
una adecuada adecuación e implementación del Convenio en el país:

1.	 Adecuación de la normativa interna

Es fundamental que la legislación peruana evolucione para abordar de 
manera más integral la violencia y el acoso en el trabajo. Así, se deberá adoptar 
una legislación específica en la que se definan y prohíban estas conductas en 
concordancia con la definición del Convenio 190. Esta legislación deberá in-
cluir la violencia y el acoso por razón de género y tener un enfoque inclusivo, 
integrado y donde se jerarquice la perspectiva de género. Asimismo, se deberá 
establecer expresamente el derecho a un mundo del trabajo libre de violencia y 
acoso y la prohibición expresa de este tipo de actos.

Actualmente, la normativa solo contempla actos de hostilidad laboral y 
hostigamiento sexual de manera limitada, sin una definición amplia ni mecanis-
mos efectivos de investigación y sanción. El Convenio 190 ofrece una base sólida 
que debe ser incorporada en la legislación nacional mediante una ley específica 
que defina la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, incluyéndolos como 
faltas laborales graves.

En esa línea, este nuevo marco normativo debería considerar un ámbito 
de aplicación que abarque a todos/as los/as trabajadores, incluidos aquellos en 
modalidades formativas, trabajadores/as informales, postulantes y terceros que 
interactúan en el entorno laboral. También es vital que se implementen meca-
nismos específicos de protección y procedimientos claros para la investigación y 
sanción de las denuncias de violencia y acoso, similares a los que existen para el 

MARÍA JOSÉ PAREDES VEREAU



123

hostigamiento sexual. Además, los empleadores deben tener la obligación legal 
de implementar protocolos claros para prevenir y sancionar estas conductas.

Consideramos que lo antes mencionado deberá concretarse a través de 
una nueva norma (como el Proyecto de Ley en Uruguay), donde se establezcan 
estas definiciones y se prevea además que, en lo referido a hostigamiento sexual 
laboral, se mantendrá vigente la normativa actual en todo lo que no se oponga 
a la nueva legislación. Asimismo, en línea con lo que ocurrió en Chile, esta ley 
deberá modificar la normativa laboral que actualmente regula (aunque de forma 
escueta) los supuestos de violencia y acoso laboral, ampliando su definición y 
refiriendo a dicha norma cualquier vacío actual. En esa línea, se deberán establecer 
las infracciones laborales específicas respecto a la violencia y acoso en el mundo 
del trabajo que deban ser fiscalizadas por la Autoridad Inspectiva (SUNAFIL).

Cabe tener en cuenta que el Convenio 190, al ser ratificado por Perú y 
actualmente vigente, tiene carácter constitucional. Por tanto, si bien existe la 
necesidad de adaptar una ley específica que aborde su problemática y medidas, 
las disposiciones de este Convenio son aplicables en Perú respecto a contenidos 
que no requieran desarrollos legislativo y aplica como principio de interpretación 
de nuestra normativa.

2.	 Vías específicas de investigación y reparación desde el Estado

Es indispensable que el Estado brinde mecanismos eficaces, seguros y 
confidenciales de investigación, reparación y vías de apoyo para aquellos casos 
en los que los empleadores no implementen las medidas necesarias o para las 
y los trabajadores en situación de informalidad. Estos mecanismos podrían ser 
gestionados por SUNAFIL o la Autoridad Judicial Laboral, y deberán ser de 
fácil acceso para proporcionar a las y los trabajadores una vía directa para pre-
sentar denuncias y obtener reparaciones adecuadas. Estas medidas reforzarían 
el acceso a la justicia y garantizarían una respuesta estatal frente a la violencia 
y acoso en el trabajo.

3.	 Obligaciones específicas para empleadores y apoyo de organizaciones 
sindicales

Los empleadores tienen la responsabilidad de proteger a sus trabajadores del 
acoso y la violencia en el trabajo. Para ello, deben estar obligados a desarrollar 
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políticas internas que prevengan estas conductas, estableciendo protocolos espe-
cíficos que incluyan una definición amplia y accesible del “lugar de trabajo”, y 
medidas claras para la prevención, investigación y sanción de actos de violencia y 
acoso. Estas políticas deben estar alineadas con los estándares del Convenio 190.

En esa línea, los empleadores deberán tener también entre sus obligacio-
nes la identificación de los peligros y riesgos asociados a la violencia y acoso en 
el lugar de trabajo, considerando los mismos en las matrices que actualmente 
manejan y difunden de forma obligatoria. Recordemos que entre los tipos de 
violencia se considera también a la violencia psicológica, la cual conlleva a ries-
gos psicosociales en el lugar de trabajo. En ese sentido, será clave también una 
adecuada formación y capacitación a las y los trabajadores en la prevención y 
sanción de la violencia y acoso laboral desde un enfoque integrado, inclusivo y 
que tenga en cuenta un enfoque de género.

Asimismo, las organizaciones sindicales pueden desempeñar un rol crucial 
respecto a estas políticas, participando con el empleador y brindando propuestas 
para su elaboración, así como en la supervisión del adecuado cumplimiento de 
las mismas. Por otro lado, deberían incorporar cláusulas en las negociaciones 
colectivas que promuevan un ambiente de trabajo libre de violencia. Los sin-
dicatos también deberían tener la capacidad de denunciar incumplimientos y 
proponer mejoras en los protocolos de prevención.

4.	 Reducción de la brecha en el trabajo de cuidados y creación de un sistema 
integral

Uno de los mayores desafíos normativos en Perú radica en la falta de re-
gulación que contemple de manera efectiva el impacto que tiene el trabajo de 
cuidados, predominantemente realizado por mujeres, en su participación en 
el ámbito laboral. Esta desigualdad las expone de manera desproporcionada 
a situaciones de violencia y acoso en el trabajo, ya que su vulnerabilidad se ve 
exacerbada por la falta de herramientas de prevención y protección sólidas.

Actualmente, las mujeres dedican significativamente más tiempo que los 
hombres a labores de cuidado no remunerado, al destinar 7.5 horas a estas la-
bores versus 3.7 de los hombres (IEP, 2021). Ello limita lógicamente su acceso 
a oportunidades laborales en condiciones de igualdad y refuerza su posición de 
desventaja en el mundo del trabajo. Esta situación es particularmente grave en 
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el contexto de violencia y acoso, ya que muchas mujeres, al tener cargas adicio-
nales en sus hogares, no cuentan con los recursos o el tiempo necesarios para 
denunciar estos abusos o acceder a sistemas de protección adecuados.

La creación de un sistema integral de cuidados sería una medida clave para 
reducir esta brecha y promover una mayor igualdad en el acceso y permanencia 
en el empleo. Dicho sistema permitiría una redistribución más equitativa del 
trabajo de cuidados entre hombres y mujeres, y garantizaría que las mujeres 
puedan participar plenamente en el mercado laboral sin estar expuestas a situa-
ciones de vulnerabilidad exacerbada. Este enfoque integral proporcionaría una 
red de protección que no solo beneficiaría a las mujeres, sino también a otros 
grupos en situación de desprotección alcanzados por el Convenio 190, como 
personas con responsabilidades familiares u otros/as trabajadores/as en situación 
de precariedad.

Implementar un sistema de cuidados no solo reduciría la desigualdad de 
género en el trabajo, sino que fortalecería las herramientas de prevención y 
protección frente a la violencia y el acoso laboral, contribuyendo a un entorno 
laboral más seguro e inclusivo.

5.	 Fortalecimiento de los mecanismos de control institucional

El control de las obligaciones establecidas para los empleadores y las ins-
tituciones públicas es un aspecto clave en la implementación efectiva del Con-
venio. SUNAFIL debe adoptar una postura proactiva, realizando operativos a 
nivel nacional para verificar el cumplimiento de las normativas de prevención 
y sanción de la violencia y el acoso laboral. Ello a fin de posibilitar la detección 
de indicios y violencia de acoso en el mundo del trabajo que no lleguen a ser 
denunciados por las y los trabajadores involucrados/as.

Por su parte, los jueces laborales deben recibir capacitación adecuada para 
gestionar denuncias relacionadas con este tipo de conductas y resolver casos 
de despidos o sanciones laborales que involucren a trabajadores acusados de 
cometer actos de violencia o acoso. Asimismo, se debería establecer la obliga-
ción de contar con especialistas en violencia y acoso en los juzgados laborales. 
Una coordinación interinstitucional efectiva entre SUNAFIL, el Ministerio de 
Trabajo y otras entidades públicas es crucial para erradicar estas conductas en 
el ámbito laboral.
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6.	 Políticas públicas integrales y transversales para la erradicación de la 
violencia y el acoso laboral

El Estado debe adoptar políticas públicas que promuevan la sensibilización 
sobre la violencia y el acoso en el mundo del trabajo a nivel nacional. Estas políti-
cas pueden incluir campañas de concientización, similares a las que existen sobre 
el acoso sexual en el transporte público, que eduquen a la ciudadanía sobre las 
distintas formas de violencia y acoso en el trabajo, sus manifestaciones y cómo 
denunciarlas. El Ministerio de Trabajo y SUNAFIL también podrían organizar 
talleres, capacitaciones y eventos para empleadores y trabajadores, brindando 
orientación sobre cómo prevenir y sancionar estas conductas mediante la creación 
de protocolos internos efectivos.

Para lograr un adecuado diseño de estas políticas públicas, consideramos 
clave que se prevea la consulta con las organizaciones representativas de las y 
los empleadores y de las y los trabajadores. En esa línea, se podrían establecer 
también observatorios gubernamentales que permitan lograr una mirada integral 
de los sectores más expuestos al violencia y el acoso en el mundo del trabajo.

En conclusión, la implementación efectiva del Convenio 190 en Perú debe 
tener un enfoque integral, que combine una adaptación normativa adecuada, 
mecanismos claros de investigación y reparación, y políticas públicas sostenibles. 
Un elemento crucial en todas estas medidas es el enfoque de género, dado que 
las mujeres y las personas con orientaciones e identidades de género diversas son 
quienes mayormente sufren de violencia y acoso laboral. La implementación del 
Convenio no solo ayudará a reducir estos abusos, sino que también contribuirá 
a la construcción de entornos laborales más justos y equitativos.

Estas acciones, entre otras, son necesarias para lograr una implementación 
integral y efectiva del Convenio 190 OIT en el Perú, que contribuya a la pro-
tección y promoción de los derechos humanos y laborales de las y los trabaja-
dores y las trabajadoras, así como al desarrollo económico y social del país. Sin 
embargo, estas acciones no son suficientes si no se acompañan de un cambio 
cultural y social que cuestione y transforme las normas, valores y actitudes que 
toleran, justifican y perpetúan la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, 
especialmente por razón de género.

Por ello, se requiere de un compromiso ético y político de todos los actores 
del mundo del trabajo, así como de la ciudadanía en general, para construir una 
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sociedad más justa, igualitaria y democrática, donde la violencia y el acoso en el 
trabajo sean inaceptables e incompatibles con el trabajo decente.

V.	 CONCLUSIONES

Conforme a lo desarrollado, el Convenio 190 de la OIT marca un hito 
en la lucha contra la violencia y el acoso en el trabajo, reconociéndolos como 
violaciones de derechos humanos. Su ratificación en Perú exige una implemen-
tación integral que considere las particularidades del contexto peruano, donde 
la violencia de género es prevalente.

La experiencia comparada con otros países de la región que han ratificado el 
Convenio 190 (Uruguay, Chile y Argentina) nos permite examinar los avances y 
desafíos que han enfrentado estos países en la adecuación en implementación de 
este instrumento, permitiendo identificar acciones concretas que también serán 
requeridas en Perú y oportunidades de mejora respecto a las mismas.

De esta manera, vemos que la legislación peruana actual es insuficiente para 
abordar la violencia y el acoso laboral. Se evidencia así la falta de una legislación 
específica y coherente que incluya una definición amplia de estos actos y su pro-
hibición expresa, que sea aplicable a todas las modalidades de trabajo (incluidos 
trabajadores/as informales y postulantes) y que cuente con mecanismos claros 
de prevención, sanción y reparación.

A partir de esta brecha identificada, se proponen medidas concretas para 
lograr una adecuada implementación del Convenio 190 en Perú, que incluyen: 
la adaptación de la normativa interna, la creación de vías específicas de investi-
gación y reparación desde el Estado, la imposición de obligaciones específicas 
para los empleadores y el apoyo de las organizaciones sindicales, la reducción 
de la brecha en el trabajo de cuidados y la creación de un sistema integral, el 
fortalecimiento de los mecanismos de control institucional y el desarrollo de 
políticas públicas integrales y transversales para la erradicación de la violencia 
y acoso laboral.

En conclusión, la implementación efectiva del Convenio 190 en Perú 
requiere de un enfoque integral, que combine una reforma jurídica, mecanis-
mos efectivos de prevención y sanción, y políticas públicas sostenibles, con un 
claro enfoque de género, que contribuyan a la protección y promoción de los 
derechos humanos y laborales de las y los trabajadores, así como al desarrollo 
económico y social del país
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